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                                                                                                           Concepto No. 5691

Bogotá, D.C., 5 de diciembre de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el parágrafo (parcial) del artículo 229 de la Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
Demandantes: MARÍA FERNANDA ZAMBRANO GUEVARA y otros.
Magistrada Sustanciadora: MARÍA VICTORIA CALLE CORREA

Expediente No. D-9917
Concepto No. 5691
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5, de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1º de la Carta, instauró la ciudadana MARÍA FERNANDA ZAMBRANO GUEVARA y otros contra el parágrafo del artículo 229 de la Ley 1437 de 2011, cuyo texto se resalta a continuación.

LEY 1437 DE 2011
(enero 18)

Diario Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011

<Rige a partir del 2 de julio de 2012, Art. 308>

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

 (…)
CAPÍTULO XI.

MEDIDAS CAUTELARES.
ARTÍCULO 229. PROCEDENCIA DE MEDIDAS CAUTELARES. En todos los procesos declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo. 

La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento.

PARÁGRAFO. Las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos y en los procesos de tutela del conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se regirán por lo dispuesto en este capítulo y podrán ser decretadas de oficio. 

1.
Planteamientos de la demanda

A juicio de los demandantes, el parágrafo del artículo 229 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y de manera especial la expresión “se regirán por lo dispuesto en este capítulo”, consagrada en él, vulnera los artículos 13, 23, 86, 88, 89, 228 y 229 de la Carta Política, al “imponer los mismos requisitos y el mismo trámite que se le atribuye a todos los procesos objeto de conocimiento de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, a los procesos que tengan por finalidad la defensa de los derechos fundamentales y de derechos e intereses colectivos. Requisitos que son para dichos procesos, innecesarios y desgastantes, en donde de seguirse aplicando el parágrafo demandado conduciría ello a situaciones en las que, al momento en el que la medida cautelar solicitada fuera aprobada, ya se habría originado posiblemente un perjuicio mayor o tal vez insubsanable”. 
2.
Problema jurídico

Corresponde al Ministerio Público establecer si el parágrafo del artículo 229 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo vulnera los artículos 13, 23, 86, 88, 89, 228 y 229 de la Carta Política, al establecer que las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos y en los procesos de tutela del conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se regirán por lo dispuesto en dicho Código y podrán ser decretadas de oficio. 
Sobre el particular el Ministerio Público ha de conceptuar lo siguiente:

3. Inhibición frente a los cargos formulados por el actor
El artículo 2 del Decreto 2067 de 1991 consagra los requisitos que debe reunir toda demanda de inexequibilidad. Según la jurisprudencia constitucional, si bien es cierto que la acción pública de inconstitucionalidad no está sometida a mayores rigorismos y debe prevalecer la informalidad
, deben existir requisitos y contenidos mínimos que permitan a esa Corporación la realización satisfactoria del estudio de constitucionalidad, es decir, que la demanda debe ser susceptible de generar un verdadero debate constitucional. 

La Corte Constitucional ha señalado las exigencias materiales que debe cumplir la demanda de inconstitucionalidad y ha manifestado que, sin caer en formalismos técnicos, incompatibles con la naturaleza popular y ciudadana de la acción de inconstitucionalidad, los cargos formulados por el demandante deben ser claros, ciertos, específicos, pertinentes y suficientes
. Lo anterior significa que la imputación debe ser suficientemente comprensible (clara) y recaer verdaderamente sobre el contenido de la disposición acusada (cierta). Además, el actor debe mostrar cómo la disposición vulnera la Carta (especificidad), con argumentos que sean de naturaleza constitucional, y no legales ni puramente doctrinarios, ni referidos a situaciones solamente individuales (pertinencia). De igual manera, la acusación debe no solo estar formulada en forma completa sino que debe ser capaz de suscitar una mínima duda sobre la constitucionalidad de la norma impugnada
.

Así mismo, según el Tribunal Constitucional colombiano la demanda de inconstitucionalidad debe “manifestar qué elementos materiales del texto constitucional son relevantes y resultan vulnerados por las disposiciones legales que se impugnan” (sentencia C-142 de 2001).
En el caso que nos ocupa, la demanda no cumple con el requisito de claridad, pues no es fácil comprender si lo que acusan es la totalidad del parágrafo del artículo 229 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo o únicamente la expresión “se regirán por lo dispuesto en este capítulo”, consagrada en él.

Por otra parte, hay que destacar que los cargos tampoco cumplen con el requisito de especificidad, pues los actores no demuestran cómo la norma cuestionada vulnera la Carta, por cuanto se limitan a señalar, de manera muy general, que tal disposición vulnera los artículos 13, 23, 86, 88, 89, 228 y 229 de la Carta Política, sin indicar qué elementos materiales de tales preceptos superiores son relevantes y resultan vulnerados por la norma acusada, pues la argumentación se ciñe a señalar, sin razones constitucionales suficientes, que tanto los derechos fundamentales como los colectivos resultan afectados negativamente, al disponer el parágrafo del artículo 229 de la Ley 1437 de 2011 que las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad la defensa de tales derechos, que sean del conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, se regirán por lo dispuesto en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y podrán ser decretadas de oficio. 
Así por ejemplo, en cuanto a la posible vulneración del principio de igualdad consagrado en el artículo 13 superior, invocado como vulnerado por la disposición acusada, se debe poner de presente que los actores no integran los extremos necesarios para hacer un juicio de igualdad.

Además, los actores arguyen que los requisitos que impone la norma acusada a los procesos que tengan por objeto la defensa de los derechos fundamentales y colectivos son innecesarios, desgastantes y podrían llegar a ocasionar un perjuicio mayor o tal vez insubsanable, pero no especifican cuales son esos requisitos, ni precisan los motivos por los que ellos causarían un perjuicio más grave o irremediable a tales derechos. 
En este orden, la circunstancia del caso en estudio configura una ineptitud sustantiva de la demanda, que determinaría la declaración de inhibición de la Corte Constitucional para pronunciarse de fondo.

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declararse INHIBIDA para decidir de fondo sobre la constitucionalidad del parágrafo del artículo 229 de la Ley 1437 de 2011, por ineptitud sustantiva de la demanda, en relación con la presunta violación de los artículos 12, 23, 86, 88, 89, 228 y 229 de la Carta Política. 

Señores Magistrados,          

MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO

Viceprocuradora General de la Nación con funciones de Procuradora General de la Nación
GMR/MLOvalleB.
� Corte Constitucional, auto del 29 de julio de 1997, expediente D-1718.


� Sentencias C-1052 de 2001 y C-1256 de 2001, entre otras.


� Sentencia C-1121 de 2005.
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